
BREVES CONSIDEHACIOSFB ACERCA D E  LA COM PETE NCIA.

D E  ROS TRIBUNALES D E JU STIC IA  PA RA  ORDENAR E L  EM BARGO 

D E LAS RENTAS D E L ESTADO '

1 . Las leyes civiles solo tienen valor en cuanto no sa 
oponen <í ley constitucional.

2. La ley constitucional ordena la propiedad del Estado do 
otia manera que la que establecen las leyes civiles respecto 
lí la propiedad de los particulares,

3. Es un error aplicar al Estado, y ¡í los diversos poderes pú­
blicos en queestit dividido el ejercicio de la soberanía, lo que las 
antiguas leyes espaflojas disponían en materia de gobierno y ad­
ministración.

4. El derecho público que regía entonces caducó en su totalidad 
con el establecimiento del Código Fundamental, en que exclusi­
vamente se funda el derecho público vigente.

5. De ello se d educe que las atiibuciones derechos,-y obliga 
ciones de los poderes públicos, y las relaciones entre ellos y con 
los particulares, uaeen do la constitución política que tenemos . 
ahora, son ordenadas por ella, no por la ley civil, ó constitucional 
de aquel tipo.

6. La Constitución ha dispuesto quo el P. E. administre las 
' cosas del Estado bajo cicitas limitaciones. Una de ellas es que

no pueda disponer de las rentas, sino en virtud de determinacio­
nes anteriores emanadas del Poder Legislativo. Xo lo es dado 
emplear porción ninguna de esas rentas para otros objetos quo 
aquellos designados en In autorización legislativo. '

7. Otra es que esa autorización ha do ser anual,''disponiéndose 
en ella qué [inversión so lia de dar ií los fondos que so re­
cauden.

8. Xo puede, pues, pagar el P. E. cantidad ninguna mientras 
no se lo autorice para ello del modo requerido por la Consti­
tución.

9. Ninguna ley civil, ningún mandato judicial fundado en ellas 
puede derogar esa disposición constitucional.



10. Cuando por la ley del Presupuesto se La dispuesto-cual 
es_el destino que se ha de-dar- á-las-rcntníy-sentorcia-ningnnEr 
de juez puede ser superior ií esa di«posicióu, mudando aquel 
destino, y quitando á uno lo que estaba determinado se le diese 
para dárselo á otro, respecto á quien tal cosa no se había dis­
puesto.

11. El embargo no es aplicable á las rentas, porque teniendo 
éstas un destino señalado, que nadie sinó el que lo di<$ puede 
alterar, conduciría ií una usurpación de autoridad agona, ií una 
invasión en ios dominios de otro poder, á procedimientos des­
autorizados, y por consiguiente nulos y de ningún valor.

12. En las deudas públicas no es lo mismo que en las parti­
culares. En estas el poder judicial declara la deuda y ejecuta el 
pago. En aquellas Lace lo primero; pero lo denuís es privativo 
del Poder Legislativo á quien está reservado. La jurisdicción 
no es cumulativa en un solo poder, — en cuanto & esas deudas 
públicas, hállase dividida entro ambos.

13. Hay que distinguir entro decimal' por una sentencia judi­
cial, que el Estado es deudor de tanto ó de tal cosa, y dispo­
ner ejecutivamente su pago ó indemnización.

14. No es el derecho civil el que se ha de consultar para la 
resolución de la cuestión: es el derecho político y administrati­
vo cuyo conocimiento desgraciadamente es tan escaso entre nos­
otros, y de que lia resultado tanto extravío, y tan viciosas prác­
ticas como se ven.

15. La división é independencia de ios poderes públicos no 
permito que el judicial embarazo la acción propia del ejecutivo. 
No puede aquel, por sus disposiciones, anular ó paralizar las 
funciones administrativas qne éste desempeñe en cumplimiento 
do lo que de él exige la Constitución del Estado.

16. Los tres poderes públicos en que se divide el ejercicio 
de la soberauía, obran á nombre y en representación de ia na-, 
cióu, lo misino cuando juzgan, que cuando legislan y adminis­
tran. Así es que ninguno está sobre ei o tro : todos han merecido 
igual confianza y recibido igual carácter de facultad en lo eBen- 
oial, para las cosas que se lés ban encomendado eu bien de ja



17. Do allí nace que las decisiones de nn poder, mmquo sea 
—eir_ia~nratr,iifrqi¡0 ni;í' peculiarmontease' te”  luya ntiilnihíu, un

pueden perjudicar ó la ini-dón que tos otros ti m recibid r, y que 
tienen que llenar, so pena de trastornarse la oniquina guberna­
tiva y quedar sin alcanzarse los fines que la Constitución ha bus­
cado en la distribución de la acción aatoi ilativa.

18. Juzguen en buen luna los Tribunales; decidan sobre el
mió y el tuyo, que paia c«o estón : pero con tanto que su juzga­
miento no vaya sí quitar al Poder Legislativo la jui isdicción que 
tiene sobre toda deuda de la nación, y sobre la inversión de las 
rentas, y ó estorbar que el Poder Ejecutivo desempeñe sus fun­
ciones administrativas ó ponerlo en el caso de excederse de sus 
facultades. -u

19. Nndebe considerarse como simple código civil el cuerpo 
de leyes españolas para E-paña y AimSiiea que regía durante el 
Gobierno Eral. Muchas de esas leyes eran de orden político ; y 
es unn equivocación creer que al dejarse en vigencia ese cuerpo 
de leves, se comprendiese también las coi respondientes ií dicho 
oiden, por estar compiendidas con las del civil. Es sabido ¡mi* 

esa confusión 'ifacla de no hallarse dividido el ejercicio do Tu 
soberanía, sino concentrado en el Monarca como representante 
único de esa soberanía; y asi es que muchas veces sus dis­
posiciones comprendían la materin coiiespondiente, según nues­
tro dciecho público, i( tres podeies divetsos ó independientes.

20. Los Tiibnnnles ordlnaiios no tienen jurisdicción propia 
sobre el P. E. cu cuanto ií Jas funciones administrativas do 
éste. O tia clase de Tribunal es el que decide nceicn do ellas. 
Por eso es que nunca pueden tomar en cuenta los netos ad­
ministrativos del P. Ií. para juzgni los y establecer como ha de 
proceder. El P. E., según su propio juicio, interpreta sus obli­
gaciones, aplica las leyes que debe poner cu ejecución, y fun­
ciona dentro do su esfera peculiar do acción, bnjo do respon­
sabilidad para ante la A. General.

21. Las transacciones del P. E. con los particulares, en el 
ejercicio de sus funciones administrativas, no catón en general 
sometidas ó la juriadicoióii de los Tribunales ordinarios, sino 
de ios administrativos, en que tiene y debo tener ingerencia,



por cuanto no esté solo encarando do defender loa intci esos del 
—fisco, sino—también—do—protegerla propiedad y las garantíaí 

de los partieulmes juntamente con el bien procomunal.
22. Cuando los Tubunales oidinar¡03 decidiendo una cues­

tión cntie el fisco y un paiticular, sacan ía consecuencia de 
que el P. E. debe hacer tal ó cual cosa lespecto i( tos encar­
gos que so le Layan cometido como administrador, él estaré 
obligado ií respetar el fallo de esos Tiibuuale3 ; pero no ¡í 
superarse ¡t esa consecuencia, por cuanta se refiere é una fa­
cultad suya sobre la que nadie puede dictarle órdenes.

Bernardo P. Berro.


